AMPARO ANTE JUEZ DE DISTRITO

PROCEDENCIA

El tipo de juicio de amparo de que se habla, la ley reglamentaria lo regula como el amparo ante juez de distrito, sin embargo, la doctrina le ha otorgado la denominación de indirecto o bi-instancial, en función de que admite una segunda instancia en caso de que las partes en el mismo se encuentren inconformes con la resolución dictada por el juez de distrito, tribunal unitario de circuito o superior de la autoridad responsable en los casos del arto 37 de la ley citada. Si el amparo directo procede contra sentencias definitivas que no admitan recurso alguno, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio y que no admitan recurso alguno, por exclusión, el juicio de amparo indirecto procede en contra de toda clase de actos respecto de los cuales no proceda el amparo directo, como lo veremos posteriormente.

ART. 107, FRAC. VII CONSTITUCIONAL

El amparo indirecto encuentra su fundamento constitucional en el arto 107, frac. VII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que literalmente expresa:

Art. 107 Todas las controversias de que habla el arto 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:

VII. El amparo contra actos enjuicio, fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de distrito bajo cuya Jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutase, y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en que se mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la sentencia.

De acuerdo a la trascripción del precepto citado, podemos percatarnos de una forma general, porque así se determina, en contra de qué actos procede el juicio de amparo indirecto y que la ley reglamentaria los regula de forma concreta.

En el propio Art. 107, aparece otra fracción que previene contra qué actos específicos procede el amparo de que se trata, regulando dos figuras denominadas jurisdicción concurrente (cuando el juez de distrito, o superior de la autoridad que haya emitido el acto violatorio de garantías, puede conocer, indistintamente, del juicio de amparo), y la competencia auxiliar (en ésta, un juez de primera instancia o cualquier autoridad judicial, actúan en auxilio de la justicia federal, con facultades para recibir la demanda de garantías y suspender provisionalmente el acto, cuando la ley así lo señale); dicha fracción es la XII, que a continuación se transcribe:

XII. La violación de garantías de los Art. 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante \;l superior del tribunal que la cometa, o ante el juez de distrito o tribunal unitario de circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la frac. VIII.

Si el juez de distrito o el tribunal unitario de circuito no residieren en el mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca.

ART. 114 DE LA LEY DE AMPARO

En este dispositivo legal se encuentra prevista la procedencia específica de amparo, reglamentando la frac. VII del arto 107 constitucional, y que a continuación se reproduce:

Art 114 El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de acuerdo con la frac. I del Art. 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada -en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, cause perjuicio al quejoso.

De lo anterior, se desprende que el gobernado queda protegido contra todas estas normas jurídicas de observancia general y abstracta, ya sean de carácter autoaplicativo (que por su sola entrada en vigor causen perjuicio al agraviado), o con carácter heteroaplicativo (que requieran un, acto de aplicación por parte de una autoridad para causar perjuicios al quejoso) En este último caso, debe decirse que esto sólo corresponderá cuando le toque conocer del amparo al juez de distrito, pues cuando la ley estimada inconstitucional se aplique en una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, entonces deberá impugnar a través del amparo directo, formando parte de los conceptos de violación que se formulen en la demanda respectiva, tal como lo señala la ley.

Es conveniente precisar este precepto para hacerlo congruente con lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Así tenemos, que el amparo en términos de esta fracción, procederá en contra de leyes federales, locales o del Distrito Federal, tratados internacionales, reglamentos federales expedidos por el presidente de la República, reglamentos expedidos por el gobernador de un estado o por el jefe del Distrito Federal, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación causen perjuicio al quejoso [Art. 10, frac. II, inc. a) y 21, frac. II, inc. a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación].

En consecuencia, estimamos que al arto 114, frac. 1 de la Ley de Amparo debe adicionársele la procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de leyes del Distrito Federal, así como contra reglamentos expedidos por el jefe del Distrito Federal, procedencia ésta que hasta antes de la aparición de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación de 1995 no se encontraba contemplada. Además, cabe hacer notar, que ya se habla en este último ordenamiento legal de reglamentos federales expedidos por el presidente de la República y no de reglamentos en uso de las facultades que le confiere el arto 89, frac. 1 constitucional, toda vez que en el caso del Distrito Federal, actualmente el presidente de la República ya no expide reglamentos, sino la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

Cabe afirmar que los actos en contra de las cuales procede el juicio de amparo indirecta en la hipótesis de esta fracción serán únicos y exclusivamente de autoridad administrativa, pera que, en su casa deberán ser definitivos, de donde resulta que debe ser un acta que tenga una ejecución de imposible reparación, excepto cuando se trate de terceras extrañas a dicho procedimiento, de tal manera que si se impugnaran todos y cada uno de las acuerdas a actas que se pronunciaran dentro de dicha procedimiento, no se podría determinar si en verdad existe ese efecto de impasible reparación a no, la que incuestionablemente haría improcedente la acción de ampara, y que en el casa de que la ley no la regulara cama tal, surgiría una cadena interminable de amparas, que no se conocería a ciencia cierta si causan a no un perjuicio irreparable, motivo par el cual, sólo es procedente el juicio de amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento' administrativa seguida de forma de juicio ante la autoridad administrativa, pudiendo' impugnarse en la demanda de garantías que al efecto se interponga, todas las violaciones que se cometan en el transcurso del procedimiento, o bien en la resolución misma, debiendo hacer notar que será solo en estas casas, pues cuando se traten de actos aisladas, a sea, que no se siga de forma de juicio, desde luego, precederá el amparo indirecto correspondiente.

Como ejemplo de la anterior, tenemos que en el primer supuesto, es decir, actos derivadas de un procedimiento seguida en forma de juicio y respecta de las cuales es procedente el juicio de amparo indirecto, solamente podrán promoverse en contra de la última resolución dictada en ese procedimiento seguida el casa de cuando se sigue una reclamación ante la Comisión Nacional de Seguros y Finanzas, con motivo del incumplimiento de una compañía aseguradora en el pago de un seguro contratado con ésta, por la cual la persona presuntamente afectada formula su reclamación y la Comisión atiende su queja y cita a una audiencia a la compañía aseguradora para que manifieste lo que a su derecho convenga en relación con lo que se le reclama, y en la audiencia, dicha empresa aseguradora expresa lo que  se estima conveniente, ya proponiendo una solución del conflicto y además señala que es su deseo, en el caso de que no exista arregla conciliatoria, sujetarse al arbitraje de la Comisión; y en caso de que no exista arreglo entre la aseguradora y el reclamante, la Comisión al haberse sujetada la primera al arbitraje de la referida Comisión, ésta le otorgará al reclamante un plazo de nueve días para que presente su demanda administrativa ante ella, y si la hace así el reclamante, entonces se iniciará el procedimiento en forma de juicio, en el que se le admitirá la demanda, se ordenará el emplazamiento a la aseguradora, se ofrecerán, admitirán y desahogarán las pruebas que las partes hayan propuesto en una audiencia, formularán en ésta sus alegatos y concluirá el procedimiento con una resolución de dicha Comisión, en contra de la cual procede el juicio de amparo indirecto en términos de esta fracción del art. 114 de la Ley de Amparo, pudiéndose reclamar las violaciones que se hayan cometido durante ese procedimiento, tales como: desechamiento de pruebas en forma ilegal, declaración de confeso ilegalmente, etc.; así como las violaciones de fondo que existan en la resolución citada.


Por otro lado, como ejemplo de actos aislados, es decir, aquellos que no surgen de un procedimiento seguido en forma de juicio, en contra de los cuales procede el amparo indirecto de acuerdo con esta fracción podemos citar las órdenes de comparecencia que emita un Ministerio Público (que son verdaderas órdenes de detención en la mayoría de las veces), órdenes de clausura de la autoridad administrativa, órdenes de auditoría dictadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, silencio administrativo (cuando la autoridad administrativa se le promueve una petición y no contesta, perjudicando al gobernado), la negativa a expedir una licencia de funcionamiento o bien su expedición, por parte de una autoridad administrativa.


III. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera; de juicio o después de concluido.


Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubiere dejado sin defensa al quejoso.


Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.


En el supuesto a que se refiere la fracción en análisis, podemos observar, que a diferencia de la fracción anterior, el juicio indirecto es procedente en contra de actos de tribunales ejecutados fuera de juicio o después de concluido, y no de autoridades administrativas que tramitan procedimientos y no juicios.


Así, debe tomarse en consideración que el vocablo fuera de juicio significa que será un acto antes de juicio, como lo ha estimado la doctrina, puede ser una orden de aprehensión que dicte un juez penal que será dentro del procedimiento penal, pero no dentro de juicio. Asimismo, las diligencias de jurisdicción voluntaria que tengan por efecto la privación de bienes, posesiones o derechos de las personas a quienes vayan dirigidas, puesto que si solamente tienen por efecto la notificación, entonces se excluye la procedencia del juicio de amparo, en virtud de que no son actos que causen un perjuicio de imposible reparación habida cuenta que en el juicio la parte a quien se demande podrá hacer valer sus excepciones y defensas que estime pertinentes. También se han considerado como actos fuera de juicio, las resoluciones dictadas en los procedimientos sucesorios que propiamente no tienen la categoría de juicios, y en esa virtud podrá interponerse el juicio de amparo indirecto contra todas y cada una de las resoluciones que la autoridad judicial dicte en las secciones 1, 11, 111, ya que la resolución que se pronuncie en la IV sección sólo es susceptible de impugnarse por vía de amparo directo, como así lo ha sostenido en jurisprudencia definida nuestro más alto tribunal de la Federación.


Por lo que se refiere a la procedencia de juicio de amparo indirecto contra actos de los tribunales judiciales administrativos o del trabajo, dictados después de concluido el juicio, significa que será una vez que se ha dictado sentencia en el juicio de donde emanan los actos reclamados; podrá impugnarse por medio de amparo indirecto la resolución que cause perjuicio al gobernado; por ejemplo, si después de que un juez de primera instancia en materia civil ha dictado sentencia en el juicio que ante él se ventila, y una de las partes le formula alguna petición y el juez indebidamente no le provee de conformidad sin motivar ni fundamentar su acuerdo, entonces el afectado tendrá que agotar el recurso de apelación correspondiente si la sentencia fuese apelable, y si una vez resuelto el recurso de apelación respectivo siguiera siendo desfavorable a la parte que interpuso el recurso, entonces podrá acudir a la vía de amparo; siendo necesario reiterar que la procedencia del amparo se da contra actos que causen perjuicio al gobernado una vez que se haya dictado la sentencia o laudo, no importando si la sentencia ha causado ejecutoria o no.


No obstante lo anterior, cuando se reclamen actos en ejecución de sentencia, como la propia fracción lo contempla, sólo procederá contra la última resolución que se dicte en ese incidente, pudiéndose reclamar tanto las violaciones que se hayan cometido en el curso del mismo, como en la propia resolución; por ejemplo, si se ha dictado una sentencia de divorcio en la cual se disolvió el régimen de sociedad conyugal de acuerdo con el cual contrajeron matrimonio las partes en dicho juicio, entonces una vez que se declare ejecutoria de la sentencia de divorcio, podrá promoverse su ejecución, en este caso la liquidación de la sociedad conyugal deberá tramitarse incidentalmente, y si dentro de la tramitación de dicho incidente surgieran violaciones de procedimiento, tales como desechamiento de pruebas de forma indebida, previo el agotamiento del recurso correspondiente, y esa violación trasciende al resultado del fallo afectando la defensa de una de las partes, ésta podrá interponer amparo contra la sentencia interlocutoria que confirme, modifique o revoque a su vez la interlocutoria que se dicte en ese procedimiento de ejecución.


En el caso de los remates, según lo determinan las leyes, debe seguirse todo un procedimiento como son los avalúos que deberán practicarse, las publicaciones que deberán hacerse, la audiencia de remate que deberá verificarse de la forma que señala la ley. Entonces, si dentro de ese procedimiento existen violaciones a la ley de la materia, afectando las defensas de una de las partes, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución que apruebe o desapruebe el remate y previo el agotamiento del recurso correspondiente, pudiendo reclamarse, como en el caso anterior, las violaciones que se hubieren cometido en el curso del procedimiento, así como las cometidas en el fondo.


IV. Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación.


En esta hipótesis procederá el juicio de amparo indirecto contra actos de los tribunales lo cual indica la fracción que antecede, pero que dentro del juicio produzcan situaciones de carácter irreparable para el quejoso, en su persona, o en sus bienes, que se cumplimenten, lo que significa que en la sentencia definitiva que se dicte en dicho juicio no puedan ser reparadas esas violaciones, por no estudiarse nuevamente mediante un análisis tales cuestiones. .:


Una regla importante Que debe seguirse para determinar si un acto enjuicio es de imposible reparación o no, es consultar lo establecido en los arts. 159 (violaciones al procedimiento que afectan las defensas del quejoso en materia civil, administrativa o del trabajo) y 160 de la Ley de Amparo (violaciones al procedimiento que afectan las defensas del quejoso en materia penal), puesto que si el acto del tribunal es de los que se encuentran contemplados en tales preceptos, evidentemente excluye la procedencia del juicio de amparo indirecto, por ello debe tenerse mucho cuidado al determinar cuándo un acto dentro de juicio tiene sobre las personas o sobre las cosas una ejecución que sea de imposible reparación, como podría ser la imposición de una medida de apremio a una de las partes en el juicio, que no se le ha requerido para que cumpla con una determinación judicial y no obstante se le impone la medida, constituye una violación procedimental, pero no de las establecidas en los artículos citados, sino una violación que tiene el carácter de imposible reparación, ya que tal cuestión no podrá volver a estudiarse ni ordinaria ni extraordinariamente, por tanto no podrá ser reparada en la sentencia, por lo cual se desprende la procedencia del juicio de amparo indirecto.


Otro caso es el que consiste en que una persona demanda a otra una prestación en un juicio civil y la demandada al contestar la demanda instaurada en su contra, opone reconvención (contrademanda) y el juez que conoce del proceso civil le desecha la reconvención planteada, por lo cual, si la sentencia es apelable, tendrá que promover recurso de apelación y una vez que el superior jerárquico (sala) confirme el desechamiento, entonces el afectado estará en aptitud de promover un juicio de amparo indirecto por considerarse que son actos enjuicio que causan sobre las personas o sobre las cosas una ejecución de imposible  reparación como así lo  ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación en jurisprudencia definida.


Es importante mencionar que en muchas ocasiones se ha considerado por diversas personas que en contra de la violación de los derechos procesales dentro de un juicio, sin distinción alguna, procede el juicio de amparo indirecto, lo cual resulta inexacto, ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el año de 1989, en aquel entonces la Tercera Sala de la misma sostuvo en la tesis de jurisprudencia por contradicción de Tesis 3/89 lo siguiente:

Ejecución de imposible reparación. Alcances del arto 107, frac. 111, inc. b) constitucional. De acuerdo con lo dispuesto por el arto 107, frac. III, inc. b) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos procede el amparo indirecto contra actos enjuicio cuya ejecución sea de imposible reparación...". El alcance de tal disposición, obliga a precisar que los actos procesales tienen una ejecución de imposible reparación, si sus consecuencias son susceptibles de afectar directamente alguno de los llamados derechos fundamentales del hombre o del gobernado que tutela la Constitución por medio de las garantías, porque la afectación o sus efectos no se destruyen con el sólo hecho de quien la sufre una sentencia definitiva favorable a sus pretensiones, en el juicio. Por el contrario no existe ejecución irreparable si las consecuencias de la posible violación se extinguen en la realidad, sin haber originado afectación alguna a los derechos fundamentales del gobernado y sin dejar huella en su esfera jurídica, porque tal violación es susceptible de ser reparada en amparo directo.


El criterio antes citado, sigue prevaleciendo hasta la fecha, ya que sólo cuando se violan derechos sustantivos dentro del juicio da lugar a la procedencia del juicio de amparo indirecto en términos de la fracción que se analiza.

V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería.


En el caso de estudio, tenemos que serán actos de tribunales judiciales, administrativos, del trabajo a que alude la frac. III, y que excluye el principio de definitividad; por lo cual, cuando las autoridades menciona. das dicten un acto en contra de una persona ajena al juicio en el que se actúa, y tal acto le produzca una afectación en su esfera jurídica, con violación a sus garantías individuales, y la ley que rija el acto no establezca algún recurso ordinario o medio de defensa legal a favor de dicho tercero extraño, entonces procederá el amparo indirecto, haciéndose la aclaración que como la ley lo dispone, siempre que no se trate de un juicio de tercería, toda vez que en éste la persona que lo promueve, consecuentemente ya no resulta un tercero extraño al juicio, sino que es parte de la tercería dado que lo que se dicte en el mismo le va a afectar o a beneficiar teniendo el carácter de parte y por ende debe agotar el recurso ordinario correspondiente que la ley secundaria le señale, antes de acudir al amparo el que por supuesto será directo.

VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los estados en los casos de las fracs. II y III del arto lo de esta ley.


Sobre esta fracción ya no se formula comentario alguno, en razón de que se analizó cuando se trató el tema relativo a la procedencia constitucional del juicio de amparo.

ART. 115 DE LA LEY DE AMPARO


El dispositivo legal que se enuncia literalmente dice:

Art. 115 Salvo los casos a que se refiere la frac. V del articulo anterior el juicio de amparo sólo podrá promoverse contra resoluciones Judiciales del orden civil; cuando la resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable al caso o a su interpretación jurídica.


De la lectura del numeral antes reproducido, se desprende que se refiere única y exclusivamente a la materia civil y a resguardar lo establecido en la garantía contenida en el cuarto párrafo del Art. 14 constitucional, que hace alusión a que la sentencia definitiva en los juicios del orden civil, deberá ser conforme a la letra de la ley su interpretación jurídica, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho; pero debe decirse, que el espíritu de lo que contiene dicha fracción no sólo es por lo que se refiere a sentencias definitivas, sino a todas aquellas resoluciones que en esa materia se dicten, por tanto, si dichas resoluciones no reúnen los requisitos indicados, desde luego, será procedente el juicio de amparo, agotándose el principio de definitividad, pero, necesariamente existirá la obligación de que hagan falta tales requisitos, pues de lo contrario el amparo será improcedente.

AUTORIDAD COMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO


Por disposición expresa del arto 107, frac. VII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y arto 114 de la Ley de Amparo, la autoridad competente para conocer del juicio de amparo de que se habla, es el juez de distrito, puesto que tales dispositivos son los que previenen con qué autoridad se surte la competencia para conocer del mismo, señalando los actos en contra de los cuales cabe el amparo mencionado y ante quién se interpondrá o pedirá, por lo cual, generalmente la autoridad citada será la que conocerá del juicio de amparo indirecto.

Sin embargo, existe un caso de excepción en que el juez de distrito no conocerá del juicio de amparo indirecto y que es al que se refiere el arto 29, frac. 1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y que se analizó en el apartado 7.1 de esta obra.


Asimismo, y derivado de lo que dispone el precepto legal que se indica en último término en el párrafo precedente, el tribunal unitario de circuito será competente para conocer del juicio de amparo indirecto cuando se promueva en contra de actos de otro tribunal unitario de circuito que no constituyan una sentencia definitiva y respecto de los cuales proceda el amparo ante juez de distrito, como por ejemplo, en caso de que se promueva un amparo en contra de una sentencia interlocutoria en materia civil dictada por un tribunal unitario de circuito que confirma el auto de un juez de distrito en el que impone una multa a una de las partes contendientes en un juicio civil de carácter federal, y por ende, no será competencia del juez de distrito, aunque existe discrepancia al respecto que ya comentamos en el apartado 7.1 de esta obra, ya que nosotros sostenemos que será competencia de un tribunal unitario de circuito.


Igualmente, el tribunal unitario de circuito puede conocer del juicio de amparo indirecto vía jurisdicción concurrente en los casos que señala el arto 107, frac. XII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que tratamos también en el apartado antes indicado, a cuyas consideraciones nos remitimos.


También existe otra autoridad que resulta competente para conocer del juicio de amparo indirecto, sin embargo, no es en todos los casos sino sólo en los que específicamente señalan los arts. 107, frac. XII constitucional y 37 de la Ley de Amparo, que es cuando exista ajuicio del quejoso, violación a sus garantías individuales consagradas en los arts. 16, en materia penal, 19 y 20, fracs. 1, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución federal, por virtud de los cuales el amparo podrá promoverse ante el superior del tribunal que haya cometido la violación, quien tramitará y resolverá conforme a las disposiciones contenidas de los arts. 114 a 156 de la Ley de Amparo, o bien podrá interponerse el amparo ante juez de distrito o tribunal unitario de circuito, de donde resulta la denominada jurisdicción concurrente, lo que queda a elección del quejoso, como ya se apuntó al estudiar el capítulo de la competencia en el juicio de amparo.


Existe otro caso que ya se analizó en el capítulo correspondiente, en el cual la demanda de amparo indirecto se podrá interponer ante otra autoridad que no es el juez de distrito ni el tribunal unitario de circuito, ni el superior de la autoridad tampoco que cometió la violación, que es el caso de la competencia auxiliar que se puede presentar ante un juez de primera instancia o cualquier autoridad judicial del lugar donde se vaya a ejecutar el acto reclamado, según sea el caso, pero sólo será para que se reciba dicha demanda y en su defecto suspender provisionalmente la ejecución de los actos reclamados, sin que la autoridad ante quien se presente la demanda sea la que tramite y resuelva la controversia suseitada entre el particular y la autoridad que dicta y la que trate de ejecutar el acto.

PROCEDIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO

A continuación veremos el procedimiento en el juicio de amparo ante el juez de distrito.

FORMA DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO


La demanda de amparo es un acto por virtud del cual se ejercita la acción de amparo por su titular.


Una vez que se ha precisado qué es la demanda de amparo, ya se puede hablar de las formas que la Ley de Amparo señala para su presentación en el juicio de amparo indirecto, y que son las siguientes:

· escrita (art. 116, Ley de Amparo);

· por comparecencia (art. 117, Ley de Amparo), y

· por vía telegráfica (art. 118, Ley de Amparo).

Forma escrita


La forma escrita de la demanda de amparo es la que más frecuentemente encontramos en el juicio de que se trata, cuyos requisitos se examinarán en el apartado subsecuente de este capítulo.

Por comparecencia


La demanda de amparo por comparecencia debe promoverse ante el juez de distrito, quien levantará el acta correspondiente cuando una persona acuda ante él a solicitar el amparo y protección de la justicia de la Unión, que no podrá evidenciarse en todos los casos, únicamente procederá cuando se trate de cierto tipo de actos específicos y que son los siguientes:

a) Actos que importen peligro de privación de la vida, y

b) Actos que importen ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el arto 22 de la Constitución federal.


No hay que olvidar que cuando se trate de este tipo de actos y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el juicio de amparo, podrá hacerlo cualquier otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad, motivo por el cual cualquier persona puede acudir ante el juez de distrito para promover la demanda de esta forma.


Como requisitos para la admisión de la demanda por comparecencia, la Ley de Amparo en su arto 117, nos indica que debe expresarse:


a) El acto reclamado;


b) La autoridad que lo hubiere ordenado (si fuere posible al promovente).


c) El lugar en que se encuentre el agraviado (en caso de que no sea el que promueve el amparo), y


d) La autoridad o agente que ejecute o trate de ejecutar dicho acto.


En realidad, ha pasado a ser completamente obsoleta esta forma de demanda, ya que en la actualidad prácticamente no existen casos en los cuales se presente una demanda por comparecencia; en primer lugar representa una seria dificultad que en el juzgado de distrito accedan a levantar una demanda con estas características dado el cúmulo de trabajo que tienen y, en segundo lugar, porque la demanda se formula por escrito, ya en un escritorio público, o bien a mano; razones más que suficientes para que se derogue este precepto que ya no tiene ninguna función real.

Por vía telegráfica


El Art. 118 de la Ley de Amparo establece en qué casos procede la interposición de la demanda de amparo de esta forma y que son los siguientes:

a) Que sean casos que no admitan demora. En este supuesto encontramos que resulta muy difícil determinar cuáles son los casos que no admiten demora, dado que, esta cuestión se deja, en principio, al arbitrio del promovente del amparo quien, por ejemplo, puede considerar que un lanzamiento es un acto que admite demora, o una orden de clausura, de lo que se infiere que será el criterio objetivo del juez de distrito quien determine qué casos admiten demora y cuáles no. A nuestro juicio, los casos que hemos mencionado, pueden catalogarse dentro de la categoría de que se habla por la trascendencia que implican en la esfera del gobernado pero que, por la redacción imprecisa y oscura e irregular del numeral que se analiza, no se sabe con exactitud cuáles son esos casos. Sin embargo, podemos inferir que se trata de los casos a que alude el arto 17 de la Ley de Amparo, y

b) Que el actor encuentre algún inconveniente en la justicia lo cual en este caso, el numeral en estudio indebidamente habla de actor, cuando lo correcto era decir quejoso o agraviado, pues esta denominación es la que se utiliza en el desarrollo de los títulos de la Ley de Amparo, pues no es correcto que en un momento dado al quejoso o agraviado se le dé la categoría de actor dentro de un cuerpo legal que en ningún otro precepto utiliza tal denominación, aunque debemos reconocer que la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los tratadistas han aseverado que el quejoso juega el papel del actor en él juicio de amparo, a quien corresponde probar los hechos afirmados en su demanda, aun cuando aquella reconoce que no existe una perfecta analogía entre un juicio común y el de amparo.


Por otro lado, existe oscuridad en el precepto legal indicado, toda vez que, no se establece con precisión cuál es ese inconveniente que pueda encontrar el quejoso en la justicia local, de ahí que como en el caso comentado en el inciso que antecede, se deja al criterio subjetivo del quejoso, el determinar cual será el inconveniente de que se habla, sólo para que después también el juez de distrito tenga que resolver si hubo ese inconveniente en la justicia local o no.


En conclusión, es difícil determinar los casos específicos en los cuales procede la demanda de amparo indirecto por vía telegráfica al existir oscuridad e irregularidad en el arto 118 de la Ley de Amparo.


Los requisitos que deberá contener la demanda de amparo por vía telegráfica, serán los que señala el arto 116 de la Ley de Amparo, es decir, como si se entablara por escrito.


Además de los requisitos que debe contener la demanda de amparo por vía telegráfica, existe otro requisito más para que proceda su admisión y es lo que se ha dado en llamar la ratificación de la demanda, consistente en la obligación que tiene el promovente del amparo de ratificar por escrito su demanda telegráfica ante el juzgado de distrito que le corresponda conocer de la misma, dentro del término de tres días siguientes a la fecha de la petición por telégrafo.


El Art. 119 de la misma leyes complementario del que le antecede, pues previene las consecuencias que acarrea la falta de ratificación de la demanda de amparo por vía telegráfica, que son el tener por no interpuesta dicha demanda y la imposición de las multas a que el mismo se refiere.

REQUISITOS DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO


La demanda de amparo indirecto, conforme a lo mencionado en líneas que anteceden debe interponerse por escrito, pues es el único medio real y efectivo para los efectos que requiere una persona cuando acude a solicitar la protección y auxilio de la justicia de la Unión; así el arto 116 de la ley reglamentaria de los numerales 103 y 107 de la Constituci6n federal dispone los siguientes requisitos.

Nombre y domicilio del quejoso


Resulta indispensable el señalamiento del nombre del quejoso en la demanda de amparo, ya que en términos de lo que dispone el arto 107, frac. 1 constitucional en relación con lo previsto en el numeral que se examina el juicio de amparo, siempre se seguirá a instancia de parte agraviada y, desde luego, alguien debe responder por la presentación de la demanda.


Asimismo, se requiere el señalamiento del domicilio del quejoso, esto en realidad es para que las notificaciones de carácter personal que se le tengan que practicar, se realicen en el domicilio que se indique, conforme a la práctica este requisito se señala en el proemio de la demanda, conjuntamente con el nombre del quejoso.


En lo referente a la segunda parte de la frac. 1 del arto 116, debe señalarse también el nombre y domicilio de quien promueve en nombre del quejoso, que será cuando éste no promueve por su propio derecho, es decir, que sea un representante legal o voluntario el que interponga la demanda de amparo, en los casos y con las condiciones que la propia ley señale.


De igual forma, cuando no promueva el quejoso, sino su representado, deberá señalarse en la demanda su domicilio respectivo.

Nombre y domicilio del tercero perjudicado


Ya se comentó en la sección relativa a las partes en el juicio de amparo, que el tercero perjudicado es aquel que tiene interés en que se declare la subsistencia del acto reclamado y por ende se declare la constitucionalidad.


Se ha dicho y no sin razón que el tercero perjudicado tiene intereses similares a los de la autoridad responsable, en virtud de que ésta también persigue como finalidad el que se declare la subsistencia del acto reclamado y, por tanto, su constitucionalidad.


En la demanda de amparo indirecto debe señalarse el nombre y domicilio de las personas que tengan la calidad de terceros perjudicados en términos del arto 5º frac. III de la Ley de Amparo, pues por una parte resulta adecuado, porque se les otorga el derecho de audiencia para que puedan alegar lo que a su derecho convenga, todo ello en función de que se declare la constitucionalidad del acto que reclama el quejoso.


Es importante hacer la aclaración que no en todos los juicios de amparo indirecto se da la figura del tercero perjudicado, pues, como ya se vio en la sección relativa a las partes en materia penal o en materia administrativa, en ocasiones puede existir el tercero perjudicado y en otras no; sin embargo, en las demás materias derivado de la ley siempre habrá terceros perjudicados.

Autoridades responsables


El quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los cuales la ley encomiende su promulgación, cuando se trate de amparos contra leyes.


Lo que realmente, debe importar es que en el juicio de amparo, no sólo en el indirecto, sino en el directo también, es el señalamiento de la autoridad responsable, pues es contra los actos de ésta el motivo por el cual se va a promover el amparo. De ahí que conforme a lo establecido en el Art. 11 de la ley de la materia, la autoridad responsable es la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado, supuestos que deberá seguir a la letra el quejoso al promover su demanda de amparo, en la que deberá mencionar con toda precisión la denominación correcta de la autoridad o autoridades que se encuentren dentro de las hipótesis que señala el citado artículo.

Ley o acto reclamados


El quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación.


Como se puede advertir de lo dispuesto por el arto 116 de la ley de la materia en su frac. IV, prácticamente son tres los requisitos que debe contener la demanda de amparo:

· el acto reclamado;

· la protesta de decir verdad, y

· los antecedentes del acto reclamado.


Desglosando los requisitos que señala la referida fracción tenemos que, en primer lugar, el quejoso debe indicar la ley o acto que de cada autoridad reclame, lo que implica que debe de haber una imputación directa a cada autoridad de todos y cada uno de los actos que se les atribuyen, importando el número de actos reclamados que sean, pues en el amparo indirecto puede existir un acto reclamado o dos o más, sin que haya limitante en cuanto a los actos que puedan reclamarse.


Siendo el amparo una institución de buena fe, y en virtud de que se parte, precisamente, en el amparo indirecto de lo que el quejoso manifiesta en su demanda de garantías, sin que el juez de distrito, en la mayoría de las ocasiones, tenga a la mano más elementos de lo que le diga el agraviado. En tal caso se hace necesaria la protesta de decir verdad para el efecto de que si el quejoso expresa hechos falsos u omite los que le consten, está sujeto a que se le finque responsabilidad conforme a lo que dispone el Art. 211 de la ley de referencia, que impone pena privativa de libertad de tres a seis años y multa de 10 a 90 días de salario al quejoso que al formular su demanda se encuentre dentro del supuesto citado, excepto cuando el amparo se promueva contra los actos a que alude el arto 17 de la Ley de Amparo. '


Los antecedentes del acto reclamado también constituyen un requisito en la demanda-de garantías sobre amparo indirecto, que son aquellos hechos o abstenciones previas que le constan al quejoso en relación con el acto reclamado dado que son circunstancias o aspectos que le sirven al juzgador para tener marco de referencia en cuanto al origen e acto que se reclama, y así poder determinar, inclusive, un desechamiento de la demanda de amparo una aclaración o la admisión misma.

Preceptos constitucionales


Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la frac. 1 del arto lo. de la Ley de Amparo.


En la especie, cabe decir que no es un requisito, sino dos, como en el caso anterior, los que se exigen en la demanda de amparo indirecto, ya que primeramente deberán señalarse los artículos constitucionales que contengan las garantías que la ley o acto de autoridad violó en perjuicio del quejoso, e igualmente los conceptos de violación que no son otra cosa más que los agravios  que le causan la ey o el acto  de autoridad En relación con este tópico, la Suprema Corte de justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia 109, colocada en segundo orden, visible a fojas 170, octava parte, común al Pleno ya las salas, del Apéndice 1917-1985, ha sustentado el siguiente criterio:


Conceptos de violación. Requisitos lógicos y jurídicos que deben reunir. El concepto de violación debe ser la relación razonada que el quejoso ha de establecer entre los actos desplegados por las autoridades responsables y los derechos fundamentales que estime violados, demostrando jurídicamente la contravención de éstos por dichos actos, expresando, en el caso, que la ley impugnada, en los preceptos citados, conculca sus derechos públicos individuales. Por tanto, el concepto de violación debe ser un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor los preceptos constitucionales que se estiman infringidos; la premisa menor, los actos reclamados y la conclusión la contrariedad entre ambas premisas.


Del criterio formulado en dicha ejecutoria por nuestro más alto tribunal de la Federación, podemos ver que los conceptos de violación son argumentos que el quejoso debe vertir en la demanda de amparo, para poner de manifiesto ante la potestad federal que la ley o acto de autoridad que reclama son contrarios a la Constitución y, en consecuencia, viola sus garantías individuales.


Los conceptos de violación en realidad, la mayoría de las veces, son la parte más importante dentro de la demanda y del juicio de amparo, ya que mediante ellas se deberá establecer el por qué la autoridad mediante un acto o una ley viola las garantías individuales del gobernado. Por tanto, entre mejor se expongan las violaciones que la autoridad haya cometido en perjuicio del quejoso, mayores probabilidades tiene de obtener una sentencia favorable, en consecuencia, al formular estos conceptos debemos ser muy claros y precisos para hacer patentes las violaciones que pudieron haberse cometido en nuestro perjuicio, apoyándonos en la ley y en la jurisprudencias pues sólo de esta manera podrá la autoridad de amparo determinar de una forma clara si existe la violación de que nos quejamos, no pasando inadvertida la figura de la suplencia de la queja, pero que para mayor seguridad no debe dejarse de exponer lo que corresponde en la demanda de garantías solamente porque puede haber tal suplencia.

Facultad reservada a los estados


Si el amparo se promueve con fundamento en la frac. II del arto 10. de la Ley de Amparo, deberá precisarse la facultad reservada a los estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la frac. III de dicho artículo se señalará el precepto de la Constitución general de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.


En el caso concreto, este requisito no es exigible en todas las demandas de amparo indirecto, sino sólo cuando se promueva por invasión de esferas.


Así mismo, debe considerarse como requisito de la demanda de amparo indirecto lo establecido en el arto 120 de la Ley de Amparo que impone la obligación de exhibir copias de la misma para todas y cada una de las demás partes que intervienen en el juicio de amparo, así como dos copias más, en el supuesto de que se solicite la suspensión provisional del acto reclamado.


Aunque no es requisito de la demanda de amparo indirecto, regularmente tenemos que el quejoso solicita la suspensión del acto reclamado que en muchas ocasiones lo considera aun más importante que el propio fondo del amparo. No obstante, se puede solicitar dicha suspensión con posterioridad a la admisión de la misma, siempre que no haya causado ejecutoria la sentencia de amparo.


Otro que no es elemento en la demanda, porque la ley no lo establece, es la fecha en que se tuvo conocimiento del acto reclamado para que la autoridad que conozca del amparo pueda verificar si la demanda se encuentra presentada en tiempo; más cuando no existe término para la interposición de la demanda de amparo, entonces no será exigible el elemento en cuestión, que en la práctica se ha hecho común, aun cuando la ley no lo diga.


Desde luego, la demanda de amparo deberá contener la firma de quien la suscribe, pues sólo así puede establecerse quién es el responsable de dicha demanda y, como consecuencia lógica, quién solicita el amparo y protección de la justicia federal, pues un escrito sin firma es como si ni siquiera se presentara, lo que conlleva a determinar que aunque la ley no lo señale, resulta un requisito indispensable en la misma, y para el caso de que el quejoso no sepa firmar, otra persona lo hará a su ruego y en su nombre debiéndose imprimir la huella digital del promovente.

Puntos petitorios


Finalmente, uno que no es elemento de la demanda de amparo indirecto pero que con regularidad se inserta en la misma, son los puntos petitorios.


Indudablemente deberá presentarse ante el juez de distrito en la oficialía de partes del juzgado, si es que está de turno, tal como ocurre con los juzgados de distrito en materia penal en el Distrito Federal o en el Estado de México, o bien ante la oficialía de partes común de 10sjllzgados de distrito o de tribunales unitarios de circuito, quien la remitirá al juzgado que corresponda por razón de turno, en términos de lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; de las 9:00 a las 14:30 horas en días hábiles, con las salvedades que ya se trataron al estudiar los términos; si no le es posible al litigante presentarla en ese horario, entonces, si es de término podrá presentarla en el domicilio de secretario de juzgado o tribunal que esté autorizado para recibir promociones de término fuera del horario de labores de las 14:31 a las 23:59 horas.


El juez de distrito o tribunal unitario de circuito, en su caso cuando recibe la demanda, deberá analizarla en el siguiente orden:


a) Si es competente para conocer del juicio de amparo;


b) Si no tiene algún impedimento para conocer de la demanda de amparo que ante él se interpone, y que se encuentran insertos en el Art. 66 de la ley de la materia;


c) Si no existe alguna causa de improcedencia, ya constitucional, ya legal, es decir, de las que señale la Constitución federal o la Ley de Amparo;


d) Si no existen ninguno de los anteriores supuestos, procederá a examinar los requisitos de la demanda, y si falta alguno de ellos, mandará prevenir al promovente del' amparo para que la aclare o la corrija, lo que se denomina auto aclaratorio, y

e) Si una vez analizados los requisitos, de la demanda no fa1tare ninguno o una vez qué se haya aclarado la demanda en los términos en que se haya prevenido al promovente, procederá a dictar el auto admisorio de la demanda interpuesta

AUTO DE INCOMPETENCIA 


Presentada la demanda de amparo ante la autoridad que conozca del juicio de garantías, ésta examinará en principio, antes Que cualquier otra cosa, si es competente para conocer de la demanda de garantías que tiene a la vista, para lo cual estudiará el acto reclamado" lo que significa que verá si el mismo no es de los actos que señala el arto 158 de la Ley de Amparo para la procedencia del juicio de amparo directo. En caso de que resultara competente se deberá analizar si el acto reclamado se ha ejecutado o trata de ejecutarse dentro de la jurisdicción de la cual ejerce la misma, en cumplimiento a lo dispuesto por el arto 36 de la Ley de Amparo; si a pesar de esto, resulta competente, entonces, si se trata de un juzgado especializado por razón de materia, tendrá qua analizar la naturaleza del acto reclamado para ver si resulta competente; si aun así es competente, procederá a examinar la demanda para determinar si tiene algún impedimento para conocer de la misma, lo que en realidad nunca sucede, pues es una cuestión que pasan por alto todos los jueces de distrito, pero que, en estricto apego a la ley deben analizar.


En cualquier caso de los mencionados en el párrafo precedente, en cuanto a la competencia se refiere, resultare el juez de distrito incompetente, deberá dictar un acuerdo que se llama auto de incompetencia, el cual podrá formulario en forma de resolución, o bien, de acuerdo, que deberá contener, en ambos casos, el nombre del promovente del amparo, de las autoridades contra quienes se promueve el juicio, el acto reclamado de forma literal, los razonamientos lógico jurídicos por virtud de los cuales estima que es incompetente y los fundamentos legales que los apoyen.


Cabe agregar, en relación con los tribunales unitarios de circuito, resulta aplicable en lo conducente, lo que se indica para los jueces de distrito, esto es, cuando se refiere a la jurisdicción concurrente, estimamos debe, para el efecto de qué tribunal unitario es competente para conocer de un amparo que se promueva contra actos señalados en el arto 107, frac. XII de la Constitución federal, aplicarse lo señalado por el arto 36 de la Ley de Amparo, lo que significa que cuando no se promueva un amparo contra actos de otro tribunal unitario de circuito, que no sea sentencia definitiva y respecto del cual proceda el amparo ante juez de distrito, es competente el tribunal unitario de circuito que ejerza jurisdicción en el lugar donde se ejecute, trate de ejecutarse o se haya ejecutado el acto reclamado, y si éste no requiere, ejecución, entonces, será competente aquel tribunal que ejerza jurisdicción en donde resida la autoridad responsable.


Por lo que respecta, a razón de materia, esto no es aplicable lo referente a los jueces de distrito, ello en razón de que los tribunales unitarios de circuito no están especializados por razón de materia.

AUTO DE DESECHAMIENTO


Cuando el juez distrito o el tribunal unitario de circuito ha examinado la demanda- de amparo que tiene a la vista y ha resultado o competen  y no tiene ningún impedimento para conocer de la demanda citada lo procedente será que examine si no presenta alguna e as causas de improcedencia señaladas en la Constitución federal o en la Ley de Amparo, en los artículos que se han citado anteriormente, y si apareciere alguna causa, que siempre deberá ser notoria, o sea, manifiesta e Indudablemente deberá dictar un auto de desechamiento de dicha demanda, el que deberá contener los mismos requisitos que el auto de incompetencia, con la característica de que se cite el apoyo legal que sirve de fundamento para el desechamiento de mérito y que es el arto 145 de la Ley de Amparo, si no apareciere en la demanda de garantías alguna causa de improcedencia, entonces procederá a examinar los requisitos de la misma, como veremos a continuación.

AUTO ACLARATORIO


Después de que el juez o tribunal ha estudiado la demanda de amparo ante él interpuesta y siempre que resulte competente, y no exista ningún impedimento legal de los marcados en el arto 66 de la Ley de Amparo, además de que no apareciere ninguna causa de improcedencia, deberá examinar si la demanda de amparo contiene todos y cada uno de los requisitos que hemos señalado en el apartado ocho de este capítulo y si,

 Faltare alguno de ellos, procederá a dictar un auto  que se denomina aclaratorio en el que deberá precisar el nombre del promovente del amparo; asimismo los requisitos que le falten a la demanda, ya sean de los señalados  en el arto 116 de la Ley de Amparo o en el numeral 120 de la misma ley, o también si existe alguna oscuridad o irregularidad en la propia demanda, para el efecto de que prevenga al promovente para que dentro del término de tres días llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que correspondan o presente las copias faltantes, apercibiéndolo que en caso de no hacerlo se tendrá por no interpuesta la demanda de amparo, siempre y cuando el acto reclamado solo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso.


Cabe hacer notar que el auto aclaratorio deberá ser notificado de forma personal al promovente, del amparo, y si éste no da cumplimiento a todas y cada una de las prevenciones que se le hayan formulado en dicho acuerdo dentro del término que se le otorgó para ese efecto, entonces el juez de distrito o tribunal unitario de circuito hará efectivo el apercibimiento que se le hizo al promovente y, en consecuencia, tendrá por no interpuesta la demanda que, desde luego deberá realizar esa actividad en un acuerdo en el que se certifique los días que tuvo el promovente del amparo para aclarar su demanda (dicha certificación evidentemente debe ser previa al acuerdo y por parte de la secretaría del juzgado o tribunal). De ahí que en dicho acuerdo se declare que vista la certificación formulada por la secretaría sin que se haya dado cumplimiento al auto aclaratorio, se tendrá por no interpuesta la demanda con fundamento en el arto 146 de la Ley de Amparo, precepto que también deberá contener el auto aclaratorio a que se ha hecho alusión.

AUTO ADMISORIO


Si la demanda de amparo reúne todos los requisitos de que se hablaron en el apartado ocho de este capítulo, o bien, se dio cumplimiento en sus términos, por parte del promovente del amparo, el auto aclaratorio que se indicó anteriormente, el juez de distrito o tribunal unitario de circuito procederá a dictar el auto admisorio de la misma en el que, esencialmente, señalará el nombre del quejoso o agraviado, y en su caso, de quien promueva en su nombre, contra actos de qué autoridades, por violación a qué garantías constitucionales. La declaración expresa de que se admite la demanda de amparo, y si solamente se admite en relación con unos actos reclamados y respecto de otros no, también deberá señalarse contra que actos se admiten y cuales son los actos respecto de los cuales se desecha, debiéndose expresar el fundamento legal correspondiente. La petición a las autoridades  responsables de su informe con justificación que deberá rendir dentro del termino de tres días (art. 156 de la Ley de Amparo), cinco días (art. 149 de la Ley de Amparo), o de 10 días (art. 222 de la Ley de Amparo), término que depende de la materia de que se trate, pues en el primer caso será penal y en el último agrario, en tanto que en el segundo caso será para cualquier otra materia; debiéndose remitir a la o las autoridades responsables copia simple de la demanda y del escrito aclaratorio si lo hubiere esto siempre y cuando no se forme incidente de suspensión, \3

pues en tal caso, dichas copias se le enviarán a las autoridades citadas al solicitarles el informe previo, dentro del cuaderno que al efecto se forme con motivo de dicho incidente. También en el auto admisorio de la demanda se le dará la intervención que por ley le corresponde al agente del Ministerio Público-federal adscrito, para los efectos de su representación; se hará la declaración de que se tiene en el juicio de amparo como tercero perjudicado a determinada o determinadas personas (si es que existe tercero perjudicado) ordenándose notificársele de la demanda y del auto admisorio, ya por conducto del actuario adscrito al juzgado de distrito, o bien por exhorto si es que reside fuera de la jurisdicción del juzgado donde se ventila el juicio. Se señalará día y hora para la celebración de la audiencia constitucional a que se refiere el Art. 147 de la ley de la materia, otro requisito, que aunque no es esencial dentro del auto admisorio, es cuando se solicita la suspensión de los actos reclamados, se ordena formar el incidente de suspensión respectivo por cuerda separada y por duplicado.


También dentro del auto admisorio, no siendo elemento esencial pero que la práctica así lo ha determinado, es que se tenga por señalado el domicilio que el quejoso indique en su demanda y asimismo se tendrán por autorizadas, si es procedente, a las personas que se mencionen en el escrito inicial de demanda en términos del arto 27 de la ley invocada, y si se trata de materia civil, mercantil o administrativa, el juez de distrito o tribunal unitario de circuito deberá cerciorarse de que, tales personas tienen autorización para ejercer la profesión de licenciado en derecho, lo cual será mediante los datos que el agraviado proporcione en su demanda y en el libro de cédulas y cartas de autorización que para tal efecto se lleve en el juzgado o tribunal, y si efectivamente están registrados tales documentos tendrá por autorizadas a las mismas en términos del numeral citado, en caso contrario tendrá únicamente como autorizados para el solo efecto de recibir notificaciones e imponerse de los autos.


No obstante lo anterior, excepcionalmente y una vez que se ha mano dado aclarar una demanda, y se ha realizado tal evento, puede el juez o tribunal desechar la demanda por improcedencia.

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO


El quejoso podrá ampliar su demanda de amparo en dos momentos, a saber:

a) Cuando todavía las autoridades responsables no hayan rendido su informe con justificación, y el mismo se haya publicado, encontrándose, si es que el amparo es de término, dentro del que fije la ley para su interposición, y

b) Cuando rendido el informe con justificación de la autoridad o autoridades responsables, y una vez que se hayan publicado apareciere que los actos reclamados provienen de autoridades diversas de las señaladas originalmente como responsables o emanan de actos no impugnados en la demanda de garantías, pero siempre tendrá que ser antes de la celebración de la audiencia constitucional.


Solo en los dos supuestos que se indican en el párrafo que antecede, podrá dar lugar a la ampliación de la demanda de amparo, que en realidad, forma parte de ésta, y en ningún otro caso y por ningún motivo se admitirá la ampliación de la misma.

NOTIFICACIÓN AL TERCERO PERJUDICADO


Como se ha apuntado anteriormente, en ocasiones existe en el juicio de amparo indirecto tercero perjudicado y en otras no aparece, pero en el caso de que sí exista, en el ínterin que hay entre la fecha de la admisión de la demanda y la de la celebración de la audiencia constitucional, debe notificarse de la demanda y su admisión al tercero perjudicado, tal notificación por disposición expresa del arto 30 de la Ley de Amparo deberá hacerse personalmente en el lugar que señale el quejoso para tal efecto en su demanda.


En el caso de que el tercero perjudicado no resida en el lugar en el cual se tramita el juicio de amparo, deberá ordenarse se le notifique de dicho juicio por medio de exhorto que se gire al juez de distrito o tribunal que ejerza jurisdicción en el domicilio que haya indicado del tercero perjudicado y se requerirá a éste para que señale domicilio para oír notificaciones en el lugar del juicio, apercibiéndolo que en caso de no hacerlo, las subsecuentes, aún las de carácter personal, se le harán por medio de lista de acuerdos.

En el juicio de amparo indirecto, necesariamente deberá hacérsele saber al tercero perjudicado de la demanda de garantías, en cualquiera de las formas que se han dejado anotadas, para que si así lo estima conveniente se apersone el juicio y alegue lo que a su interés convenga. Debiéndose hacer notar que si no se hace la notificación aludida y se dicta sentencia, ello ameritará la reposición del procedimiento desde el momento procesal en que se incurrió en la violación de procedimiento.

RENDICIÓN DE INFORMES CON JUSTIFICACIÓN


La rendición del informe con justificación por parte de la autoridad o autoridades responsables, debe hacerse dentro del preciso término que se haya fijado para tal efecto en el auto admisorio de la demanda de amparo indirecto, el que se contará a partir del día y la hora en que se haya entregado a dichas autoridades la petición del informe de que se trata.


En muchas ocasiones, las autoridades responsables no rinden el informe dentro del término que se les otorgó para ello, pero lo rinden antes de la celebración de la audiencia constitucional y se les toma como si hubieran rendido dentro del término.


En los casos que se han mencionado, una vez que las autoridades responsables hayan rendido su informe con justificación, el juez de distrito o tribunal unitario de circuito tiene la obligación de publicarlo, para que las demás partes en el juicio se enteren de su contenido, especialmente el quejoso.


Los informes con justificación, en principio, deben contener la manifestación por parte de las autoridades responsables, sobre si es cierto o no el acto que se les atribuye, pudiendo expresar en los mismos las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado, o bien, la improcedencia del juicio de amparo. Pero no podrán variar de forma alguna el acto reclamado, ni expresar fundamentos legales que no lo contengan para decir que el acto reclamado es constitucional, teniendo la obligación de acompañar, si se trata de autoridades responsables ordenadoras, las constancias que estimen necesarias para apoyar su informe.
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CAPITU LO 20

PRUEBAS ANTE JUEZ DE DISTRITO

OFRECIMIENTO


Las pruebas en materia de amparo indirecto, según su clase, tienen una regulación diferente dentro de la ley de la materia.


El art. 150 del código invocado, establece que en el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas, excepto la de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho.

Sin embargo y a pesar de lo dispuesto en el numeral citado, sólo podrán ofrecerse en el juicio de amparo indirecto aquellas pruebas que se hayan rendido ante la autoridad responsable, o que siendo tercero extraño al juicio o procedimiento origen del amparo, no se hayan podido rendir ante dicha autoridad.


Con la salvedad que menciona el Art. 150 de la referida ley, pueden admitirse toda clase de pruebas en el amparo de las que señala el arto 93 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en términos del Art. 20 de la Ley de Amparo y que son, excepto la de confesión, los documentos públicos, los documentos privados, los dictámenes periciales, la inspección judicial, los testigos, las fotografías, escritos y notas taquigráficas y, en general, todos aquellos elementos aportados por el descubrimiento de la ciencia, y las presunciones.


Ahora bien, todos los medios de prueba que se han mencionado en el párrafo precedente, con excepción de la testimonial, la pericial y la inspección ocular, podrán ofrecerse en cualquier momento procesal, es decir, desde la presentación misma de la demanda de amparo hasta el momento de la celebración de la audiencia constitucional, toda vez que la Ley de Amparo no señala un término probatorio, pero sí expresa que deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio.


Por lo que se refiere a las pruebas: testimonial, pericial y de inspección ocular, sí tienen en la ley invocada un término dentro del cual deben anunciarse, si bien es cierto la palabra correcta no es ofrecerse, también lo es que, el anuncio de que habla la ley, en realidad equivale a un ofrecimiento, en un sentido amplio.

El arto 151 de la Ley de Amparo establece a la letra:

Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepto la documental, que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que eljuez haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado.

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar algún hecho, deberán anunciarse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos. El juez ordenará que se entreguen una copia a cada una de las partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente re preguntas, al verificarse la audiencia. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. La prueba de inspección ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que la testimonial y la pericial.

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación de un perito, o de los que estimen convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el juez o rinda dictamen por separado.

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el juez deberá excusarse de conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el Art. 66 de esta ley. A ese efecto, al aceptar su nombramiento manifestará, bajo protesta de decir verdad que no tiene ninguno de los impedimentos legales.

La prueba pericial será calificada por el juez según su prudente estimación.


Como se advierte de la redacción del numeral transcrito, parece contradecir lo que antes afirmamos, en el sentido de que las pruebas que se indicaron con excepción de las que regula el artículo de que se trata, puede ofrecerse en cualquier momento. Aunque esto no es así, en función de que la Ley de Amparo en esta parte no emplea debidamente la terminología, toda vez que, por un lado, habla de anuncio y por otro de ofrecimiento; de tal manera que en apariencia existe una confusión, que en realidad no es así, porque los utiliza como sinónimos, pues el legislador quiso establecer tan claramente el momento en que se deberían ofrecer las pruebas en el juicio de amparo, que se confundió, razón por la cual, en cuanto al primer Párr. se refiere, las pruebas que indicamos en primer término pueden ofrecerse en cualquier momento.


En relación con el Párr. segundo, cabe afirmar que, se fija un término para que se anuncien las pruebas testimonial, pericial y de inspección ocular, con la finalidad de que puedan prepararse debidamente, lo que en la práctica es en verdad difícil dado que, es muy poco el tiempo para que puedan prepararse y rendirse en la audiencia del juicio, pero que, de cualquier manera así está establecido; por lo que en este aspecto, tales pruebas deberán anunciarse con la oportunidad que se señale en la ley, asimismo de la forma que se indica para las pruebas testimonial y pericial.


Como se puede apreciar de la redacción del numeral antes reproducido, tenemos un término dentro del cual deben anunciarse las pruebas testimonial pericial y de inspección ocular y que se contará en sentido contrario, esto es, a partir de la audiencia constitucional hacia atrás; por ejemplo, la audiencia constitucional esté señalada para un día 25 y que éste fuese viernes, entonces el anuncio de las probanzas debe ser el día 17, debiéndose contar 24 jueves, 23 miércoles, 22 martes, 21 lunes, 20 y 19 -no por ser domingo y sábado que son días inhábiles, 18 viernes y 17 jueves que debe ser el día del anuncio, ajustándose perfectamente a lo que previene el Art. 151 de la Ley de Amparo, y si por alguna circunstancia hubiese un día inhábil aparte de los que se mencionaron, entonces este día también debe excluirse y será un día antes el que se tenga que anunciar la probanza.

REGLAS PARTICULARES PARA LAS PRUEBAS DE INSPECCIÓN OCULAR, TESTIMONIAL Y PERICIAL


En cuanto a la forma, es importante apuntar que debe exhibirse tanto para la prueba testimonial como para la prueba pericial con los interrogatorios y cuestionarios, en original y tantas copias como demás partes sean en el juicio de amparo; debiéndose firmar el original del interrogatorio o cuestionario respectivo por el anunciante de la prueba. Es importante que la parte en el juicio de amparo que desee anunciar una probanza de las que hemos citado lo haga en tiempo, pero también resulta no menos importante que lo haga en forma, es decir, en los términos anotados, sin embargo, el hecho de que no se exhiban las copias del interrogatorio respectivo, ello no amerita el desechamiento de la probanza, sino a que se requiera a la parte que anuncia dicha prueba para el efecto de que exhiba las copias faltantes dentro del término de tres días, como así lo sostiene el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia por contradicción de Tesis 12/95 que por su importancia se transcribe y que se localiza bajo el siguiente rubro:

Prueba testimonial en el juicio de amparo. La falta de exhibición de copias del interrogatorio al momento de anunciarla no da lugar al desechamiento, sino que se requiera al anunciante. El arto 151 de la Ley de Amparo establece que la prueba testimonial deberá ser anunciada cinco días antes de la fecha señalada para la audiencia constitucional, sin contar el día del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia, para cada una de las partes, de los interrogatorio s al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos a fin de que estén en posibilidad de formular por escrito o verbalmente repreguntas al verificarse la audiencia. Este dispositivo legal está inspirado en el principio de igualdad procesal de las partes, el cual implica que éstas deben tener en el proceso un mismo trato, es decir, que se le deben de dar las mismas oportunidades para hacer valer sus derechos y ejercitar sus defensas. Por tanto, mientras esa igualdad procesal de las partes se conserva, no es válido que se deseche una prueba testimonial anunciada en tiempo, sólo por no haberse cumplido con el requisito formal de exhibir la parte o la totalidad de las copias al momento de anunciarse, sino que debe de requerirse al anunciante para que las exhiba, ya que en estos casos existe la posibilidad de que las partes del litigio constitucional puedan conocer el interrogatorio para los testigos y preparar sus repreguntas sin afectar la celeridad del proceso. Por tanto, sólo se le deberá desechar o tener por no anunciada la prueba, cuando no exhiba las copias respectivas en el término perentorio que para tal efecto se otorgue.


Ahora bien, cuando se anuncia la prueba testimonial, deberá ser en los términos antes aludidos (en tiempo y en forma), se podrán ofrecer tres testigos por cada hecho (antecedente); es conveniente que se señalen sus nombres, así como sus domicilios; empero, si no se quiere señalar los nombres y los domicilios de los testigos, resulta factible el no hacerlo y no acarrea ninguna sanción. Por tanto, se puede omitir el nombre de los testigos, ya que se puede indicar o no el nombre de los mismos.


Ahora bien, si no se proporciona, por parte del oferente de la prueba, el nombre de los testigos ni sus domicilios, entonces, la autoridad de amparo, al verificar que se encuentra anunciada en tiempo y se exhiben las copias del interrogatorio respectivo, tendrá por anunciada la prueba, distribuirá las copias simples del interrogatorio correspondiente entre las demás partes en el juicio y requerirá al promovente de la prueba para el efecto de que el día y la hora que se hayan señalado para que tenga verificativo la audiencia constitucional presente a sus testigos; igual determinación tomará la autoridad que conozca del juicio de amparo indirecto, para el caso de que el anunciante de la prueba proporcione el nombre, pero no el domicilio de sus testigos, o bien, proporcione el nombre y los domicilios de sus testigos y omita manifestar sí puede o no presentarlos por sí mismo, o también en el caso de que proporcione el nombre y domicilio de sus testigos y se obligue a presentarlos por sí mismo.


En la hipótesis de que el anunciante de la prueba proporcione el nombre y domicilio de sus testigos, pero manifieste su imposibilidad para presentarlos por sí mismo, sin tener la obligación de expresar cuál es la causa por la que no puede presentarlos, entonces, la autoridad que conozca del amparo, tendrá que ver si el domicilio de los testigos propuestos se encuentra fuera o dentro de la jurisdicción del juzgado o tribunal ante quien se ventila el amparo indirecto, para el caso de que el domicilio de los testigos se encuentre dentro del lugar donde se tramita el amparo, el tribunal o juez federal, ordenará que se turnen los autos al actuario que corresponda, para el efecto de que notifique a los testigos que deberán presentarse el día y la hora en que haya de tener verificativo la audiencia constitucional, para que rindan su testimonio, apercibiéndolos que en caso de no presentarse se les aplicará uno de los medios de apremio que señala el arto 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la ley de la materia.


En la hipótesis de que el domicilio se encuentre fuera de la jurisdicción del juez de distrito o tribunal unitario ante quien se ventila el juicio de amparo, dicha autoridad girará atento exhorto al juez de distrito o autoridad judicial federal que ejerza jurisdicción en el lugar en que tenga señalado su domicilio el o los testigos, para el efecto de que por su conducto se desahogue la probanza anunciada en autos, enviándole calificadas de legales las preguntas que se encuentren en el interrogatorio respectivo, y facultando al juez exhortando para que haga uso de las medidas de apremio que considere más convenientes para la mejor eficacia y el desahogo de la probanza en cuestión.


También ordenará que se distribuyan entre las partes copias simples del interrogatorio respectivo para los efectos de que si desean formular repreguntas lo hagan, que bien pueden ser por escrito, o en su caso, en el momento mismo del desahogo de la probanza.


En materia de amparo, no existen las tachas de testigos; una vez formulado el interrogatorio por la parte oferente de la prueba, no puede cambiarse ni adicionarse.


En cuanto a la prueba pericial, el anunciante de la prueba deberá formularlo en el tiempo y forma que se han precisado; en el escrito en que anuncie la prueba deberá señalar la materia sobre la que versará ésta; pudiendo proponer perito de su parte, en cuyo caso deberá proporcionar su domicilio con la finalidad de que se cite en ese lugar para los efectos de la aceptación y protesta del cargo que le ha sido conferido. En este caso, el domicilio que proporcione el oferente de la prueba, deberá encontrarse dentro de la jurisdicción del juez de distrito ante quien se tramita el amparo, ya que si no es así, entonces se requerirá a dicho oferente con el objeto de que por su conducto presente a su perito para los efectos antes precisados.


Debe puntualizarse que en materia de amparo en cuanto al desahogo de la prueba pericial, el único perito que no puede faltar es el designado por el juez de distrito, no porque su dictamen tenga mayor valor que el de las otras partes, si se nombrara perito por éstas, pues ello se determinará en sentencia, otorgándole la autoridad de amparo el valor probatorio que les corresponda a cada uno de ellos; sino que por disposición expresa de la ley, a diferencia de otros procedimientos de orden común y federal que se nombra un perito tercero en discordia cuando existe discrepancia entre los peritos designados por las partes, señala que el juez deberá designar, lo que implica que éste es un perito coadyuvante con el juzgado en la probanza que se indica. Razón por la cual, en el acuerdo que tenga por anunciada la probanza el juez de distrito deberá ordenar se gire oficio a la Unidad de Servicios Periciales de la Procuraduría General de la República o la delegación que ]e corresponda de ésta; o bien, a la Unidad de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal o del estado que corresponda o en su caso, a la autoridad que estime conveniente, requiriéndolos para que proporcionen el nombre y domicilio de, p(i)r lo menos, dos peritos en la materia sobre la cual versará la prueba pericia!, con el objeto de que el juez designe a uno de ellos.


En relación con las copias del cuestionario correspondiente, se deberán exhibir en los términos anotados con antelación, siendo aplicable en lo conducente lo que se habló sobre la tesis jurisprudencial en el sentido de la falta de exhibición de copias en la prueba testimonial.


Como ya se apuntó, el perito, que no puede faltar en el desahogo de la prueba pericial, es el coadyuvante con el juzgado; por tal circunstancia, puede ser que el anunciante de la prueba en su escrito correspondiente no proponga a ningún perito de su parte, por lo cual, el juez de distrito cuando tenga por anunciada la probanza, requerirá de forma personal a dicho oferente para el efecto de que dentro del término de tres días nombre perito de su parte si así lo desea, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo, se le tendrá por conforme con el dictamen que rinda el perito coadyuvante con el juzgado; de igual forma requerirá al tercero perjudicado, O quejoso, según sea el caso, con los mismos efectos y apercibimiento.


En cuanto a 1a prueba de inspección ocular, no existe mayor problema, porque si bien es cierto también debe anunciarse con la misma oportunidad que las pruebas pericial y testimonial, no es menos cierto con respecto de ésta no es necesario exhibir un cuestionario, sino que en el mismo escrito en que se anuncie se expresarán los puntos sobre los cuales deba versar, los que se limitarán única y exclusivamente a lo que se pueda apreciar por parte del actuario del juzgado, quien tendrá a su cargo el desahogo de la prueba, por medio de los sentidos. Así, en el acuerdo en que tenga el juez de distrito por anunciada la probanza citada, procederá a fijar día y hora para su desahogo, con citación de las partes, la cual deberá ser antes de la celebración de la audiencia constitucional


En lo referente a la prueba documental, la ley dispone que pueda ofrecerse en cualquier tiempo, esto es, antes de la celebración de la audiencia constitucional, sin perjuicio de que el juez haga relación de ella en la audiencia constitucional sin que exista gestión expresa del interesado. Así, tenemos que el quejoso podrá ofrecerla desde el momento mismo en que presenta su demanda, el tercero perjudicado en el momento en que se apersone al juicio de garantías.


También, puede suceder que una de las partes pretenda acreditar algún hecho por medio de la prueba documental, pero que no se encuentre en su poder, sino en el de alguna autoridad o funcionario, en cuyo caso, el oferente deberá solicitar ante los mismos copia certificada de los documentos o documento, que desee presentar en el juicio de amparo, y éstos están obligados a expedírselas sin costo alguno para el interesado (arts. 30. y 152 de la Ley de Amparo); y sólo en el caso de que no se las expidieran da lugar a que el juez de distrito requiera a los omisos para ese efecto, con el apercibimiento que señala el arto 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en términos del numeral 20. de la ley de la materia, pero esta circunstancia se dará precisamente en la fecha que se haya de celebrar la audiencia constitucional, debiendo diferirla el juez federal a petición de parte interesada por el término de diez días; pero, atención, si el quejoso es quien solicita las copias ante alguna autoridad debe hacerlo con la debida oportunidad, no un día, dos o tres antes que se celebre la audiencia constitucional, sino por lo menos, con la oportunidad en que se deben anunciar las probanzas que tratamos (pericial, testimonial e inspección ocular), y si la autoridad o funcionario no las expide, entonces solicitar al juez de distrito que las requiera para ese efecto, debiendo acompañar a su escrito de diferimiento de copia sellada en que se le solicitó a la autoridad la copia certificada de que se habla.


Asimismo, si las copias certificadas se pidieron con mucha antelación a la celebración de la audiencia constitucional, esto es, 15 días o más, entonces, tres días antes al que debe tener verificativo la audiencia constitucional debe volverse a insistir sobre la expedición de las mismas, desde luego, siempre que no se hayan expedido y puestas a disposición del peticionario de tales copias. Por lo cual, deberá exhibirse ante eljuez de distrito copia sellada de petición de las copias, así como copia sellada de que se insistió sobre la expedición de las mismas, pero hay que tener cuidado de que las copias selladas tengan el sello autógrafo de la dependencia o funcionario a quien se les pide, ya que si se exhiben copias fotostáticas de las mismas, no tiene ninguna validez para el juez de distrito o tribunal que conozca del amparo, por tanto, no proveerá de conformidad.


La primera vez que no se expiden las copias certificadas por parte de alguna autoridad o funcionario, y se solicita el diferimiento de la audiencia constitucional, es obligación del juez de distrito obsequiar la petición, requerir a los omisos, como ya se dijo, bajo el apercibimiento de ley. No obstante, si a pesar de ese requerimiento no las expidieren, se llega a la fecha en que deberá tener lugar la audiencia constitucional que se fijó en el auto de diferimiento, queda al arbitrio del juzgado o tribunal el diferirla nuevamente si lo estima necesario, a petición de parte hasta en tanto se expidan y multar a la autoridad o funcionario, requiriéndolos de nueva cuenta para ese efecto, pudiendo inclusive consignar a dichas autoridades ante el Ministerio Público federal por el delito de desobediencia.


Pero, para evitar que por alguna maniobra ilegal de una de las partes en el sentido de que hubiese solicitado una copia certificada, y no se la hubieran negado o ya se le ha expedido, y le manifieste al juez de distrito o tribunal que no se la han expedido, se hará acreedor a una multa que puede ir de los 10 a los 180 días de salario.


También pueden pedirse los autos originales siempre y cuando se trate de actuaciones concluidas.
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AUDIENCIA CONSTITUCIONAL EN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO

CAUSAS DE DIFERIMIENTO DE AUDIENCIA CONSTITUCIONAL


a) Que no se encuentren debidamente preparadas las pruebas ofrecidas por las partes;


b) Que no se encuentre notificado del juicio de amparo el tercero perjudicado (si lo hay);


c) Que no se haya solicitado a las autoridades responsables su informe con justificación, por no obrar en autos constancia alguna de que así haya sido;


d) Que se encuentre transcurriendo el término para que las autoridades responsables rindan su informe con justificación;


e) Que no se haya hecho del conocimiento de las partes el informe con justificación de las autoridades responsables;


f) Que no haya surtido efectos el auto en que se hace del conocimiento de las partes el informe con justificación de las autoridades responsables;


g) Que se encuentre transcurriendo el término para que el tercero perjudicado ofrezca pruebas (si es que no han transcurrido más de cinco días antes de la celebración de la audiencia desde que se le notificó del juicio de amparo), y


h) Que por alguna causa (vacaciones o licencia) el juez o magistrado no se encuentre y el secretario no esté autorizado para dictar el fallo (autorización que debe otorgar el Consejo de la Judicatura Federal en términos de losarts. 26 y 43 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación).


Estas causas ameritarán que la secretaría del juzgado certifique la causa respectiva y que el acuerdo que recaiga a dicha certificación, motive el diferimiento de la audiencia, debiéndose señalar en el auto la nueva fecha (día y hora) en que deberá tener verificativo la audiencia constitucional, proveyéndose lo conducente en relación con la causa que motiva el diferimiento, para que así no quede paralizado de forma indefinida el juicio de amparo.


En el caso del apartado a), cuando se trate de pruebas documentales, así como de los apartados d) y e), antes citados, el diferimiento o suspensión de la audiencia constitucional será siempre a petición de parte, ya que si no es así, entonces no procederá el diferimiento, pues en estos casos no se realiza en forma oficiosa.

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. QUIÉNES PUEDEN INTERVENIR


Ahora bien, la audiencia constitucional es un acto jurídico de carácter procesal en el que ante la presencia del juez de distrito o magistrado del tribunal unitario de circuito, asistido de su respectivo secretario, se ofrecen, admiten y desahogan las pruebas ofrecidas por las partes, expresándose, en su caso, los alegatos de las mismas, y se dicta la resolución que corresponda por el juez o tribunal citado analizando la litis constitucional declarando la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, o bien, sobreseyendo en el juicio por existir alguna causa que impida entrar al estudio de la cuestión de fondo debatida.


El Art. 155 de la Ley de Amparo establece la secuencia que debe seguirse para que tenga verificativo la audiencia constitucional, al prevenIr:

Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda. ., .

Al disponer el numeral en cuestión que en su caso se recibirá el pedimento del Ministerio Público, significa que no en todos los juicios de amparo, la representación social emite pedimento.


Es importante señalar que los requisitos que debe contener la audiencia constitucional son:


a) Lugar, día y hora en que se lleva a cabo;


b) La denominación de la autoridad de amparo ante quien se está llevando a efecto y el nombre y apellidos de la persona que funja como tal;


c) La declaración de que el juez de distrito o magistrado del tribunal unitario de circuito se encuentra asistido del secretario, quien autoriza y da fe;


d) La declaración por parte del juez o magistrado de la apertura de la audiencia;


e) La declaración, consistente en que se tiene verificativo con asistencia de las partes o no;


f) La relación de autos que debe hacer la secretaría del juzgado o tribunal, dando cuenta al juez con todos los documentos que obren en el expediente, y


g) El acuerdo del juez o magistrado sobre las constancias que le dio cuenta la secretaría, teniendo por rendidos los informes con justificación de las responsables; ordenando el desahogo de las probanzas ofrecidas por las partes, etcétera.

Para mayor claridad líneas adelante se expone un formato de audiencia.

FORMA DE CELEBRACIÓN


Tendrá que comenzar con el lugar y fecha en que tiene verificativo; la preside el juez de distrito o magistrado de circuito, anotándose su nombre y apellidos y denominación completa; que se encuentra asistido del secretario que autoriza y da fe; la expresión del titular del juzgado o tribunal unitario de que declara abierta la audiencia, si se lleva a cabo con asistencia de las partes o sin la asistencia de las mismas; la declaración de que la secretaría hizo relación de autos y dio cuenta al juez o magistrado con las constancias que integran el expediente de amparo. Hecho lo mismo, deberá otorgarse el uso de la palabra a quien quiera hacer uso de ella, cuando es con asistencia de las partes, pero únicamente por lo que concierne a las pruebas, no pudiendo formular ningún alegato en esta parte, por no ser el momento procesal oportuno.

RECEPCIÓN DE PRUEBAS


Inmediatamente después de que la secretaría hace relación de autos y da cuenta al juez o magistrado con las constancias citadas, entonces éste acuerda, en principio, el tener por rendidos los informes con justificación de las autoridades responsables, así como por recibidas las constancias que en copia certificada acompañen, o en su caso, los autos originales; asimismo, es conveniente que cuando una autoridad responsable no rinda su informe, tenerlo por no rendido, no obstante que se le solicitó con la debida oportunidad según se aprecie del recibo de notificación por oficio que obra a X fojas del expediente. Todo ello para que al pronunciar la sentencia se haga más práctico su dictado, teniendo como marco de referencia qué autoridades rindieron su informe y cuáles no. A continuación, el juez de distrito o magistrado del tribunal unitario de circuito recibirá las pruebas de las partes; primero, las que haya aportado el quejoso y después el tercero perjudicado, las que se admitirán si procede, y acto continuo se llevará a cabo su desahogo, en el mismo orden que hemos mencionado. Posteriormente, se tendrá por formulado el pedimento del agente del Ministerio Público federal adscrito, si es que lo emitió y en qué sentido.

ALEGATOS


Enseguida, una vez que se han desahogado las pruebas de las partes, se pasa al periodo de alegatos que se tendrán por formulados los que las partes hayan presentado por escrito, porque verbalmente se puede alegar, pero no se puede exigir que esas argumentaciones se asienten en el acta de audiencia (art. 155 Ley de Amparo), a menos de que en el amparo se reclamen actos de los señalados en el Art. 17 de la ley de la materia, entonces el quejoso podrá alegar verbalmente, asentándose en el acta un extracto de dichos alegatos, siempre que lo solicite; hecho lo anterior, el juez de distrito o magistrado, según el caso, pasará a dictar la resolución que en derecho proceda.

OBJECIÓN DE FALSEDAD DE DOCUMENTOS


Ésta es una causa de suspensión de la audiencia constitucional, pues si alguna de las partes presenta algún documento, otra de ellas puede objetarlo de falso en cuanto a su autenticidad, razón por la cual el juez de distrito o magistrado de circuito deberá suspender la audiencia constitucional y fijará día y hora para su continuación dentro de los 10 días siguientes, en la que se presentarán las pruebas y contrapruebas relativas a la autenticidad del documento, según se desprende de lo establecido en el arto 153 de la Ley de Amparo. Sin embargo, este precepto debería de ser objeto de una reforma para que el incidente se tramite en términos de lo previsto por el arto 360 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual contiene la forma en que deberá tramitarse un incidente, ya que de acuerdo con lo previsto por el numeral de que se trata, el incidente respectivo tiene su tramitación especial, pero habría de preguntarse qué sucede si una de las partes decide ofrecer una prueba pericial en relaci6n, precisamente, con la falsedad del documento, lo que implica una laguna dentro de la propia Ley de Amparo, que no puede ser aplicable el Código Federal de Procedimientos Civiles, puesto que el arto 153 de la ley de la materia parece señalar el trámite, aun cuando debemos reconocer que en la práctica el trámite del incidente de objeción de falsedad de documentos se lleva a cabo acorde a lo que señala el arto 360 de la ley supletoria en ma. teoria de amparo.

RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES TOMADAS EN LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL POR El JUEZ DE DISTRITO O POR El MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO


El recurso que se puede hacer valer en contra de las determinaciones tomadas en la audiencia constitucional por el juez de distrito o magistrado de circuito, es el recurso de revisión, pero ello será hasta que el juez o magistrado dicte la sentencia que corresponda. En caso de que sea desfavorable para la parte afectada en la audiencia, podrá impugnar en el recurso la violación cometida por el juez o magistrado en la audiencia, así como las violaciones que pudiese cometer en la sentencia.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN VIA DE JURISDICCIÓN CONCURRENTE


En el caso de que el amparo se promueve vía jurisdicción concurrente ante el superior de la autoridad que haya cometido la violación, en términos de lo dispuesto por el arto 37 de la ley de referencia, se tramitará y resolverá de forma idéntica al amparo que se lleva a cabo ante juez de distrito o magistrado de circuito, razón por la cual no amerita mayor comentario.

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. DESARROLLO PRÁCTICO


En (la Ciudad o Municipio), (Distrito Federal o Estado, donde se ventile el

juicio), siendo las_________horas con_________minutos del día_____de____de dos mil_______,día y hora fijados por auto de fecha__________ (Auto que señale la aud. const.), para la celebración de la audiencia constitucional en el presente juicio de garantías, el licenciado________________,(denominación del juez que conozca del amparo), asistido del secretario que autoriza y da fe, la declaró abierta sin la asistencia personal de las partes [en caso de que las partes asistan o testigos, la leyenda será así: con la asistencia personal de (nombre del quejoso o tercero perjudicado, si lo hay, nombres de los autorizados en términos del arto 27 de la Ley de Amparo), nombre de testigos si hay promovida prueba testimonial, quien(es) se identifican con (credencial, licencia, etc., o cualquier otro documento oficial, documentos que se da fe tener a la vista y se devuelven a los interesados)]. Acto continuo la secretaría hizo relación de autos, dio lectura al escrito inicial de demanda (y escrito aclaratorio de la misma) de fecha_______________ (si lo hubiere) y da cuenta con (aquí hay que dar cuenta con todas las promociones en las cuales se ofrezcan pruebas, se formulen alegatos por las partes, los informes con justificación de las autoridades responsables, exhortas deducidos de desahogo de prueba testimonial, dictámenes rendidos por peritos y su ratificación). Ejemplo: con los oficios números_________, de la Novena Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y del Juez Vigésimo de lo Penal del

Distrito Federal, registrados con los números_________________ por los cuales rinden su informe con justificación y remite el primero de los nombres copia certificada de diversas constancias en su apoyo; cuenta con dos escritos del quejoso, registrados con los números____________, por los cuales ofrece pruebas y formula alegatos; cuenta con dos escritos de los peritos_____________, registrados con los números
, por los cuales rinde sus dictámenes correspondientes y su ratificación; cuenta con el pedimento número 65/97 del Agente del Ministerio Público Federal adscrito por el que solicita se niegue la protección federal al quejoso (si manifiesta que se le conceda o se sobresea en el juicio, se manifestará así, o bien, si hace alguna otra expresión, se dirá: por el que hace manifestaciones). En esta parte de la audiencia se dará el uso de la palabra al quejoso o al tercero perjudicado si desean hacer alguna manifestación en relación con pruebas (que no se hayan ofrecido) y se dirá lo siguiente: en uso de la palabra el quejoso o T.P. o autorizado en términos del arto 27 de la Ley de Amparo, por cualquiera de ellos, manifestó (aquí se anotará lo que diga). El juez (o magistrado) acuerda: Se tienen por rendidos los informes con justificación de las autoridades responsables Novena Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y Juez Vigésimo de lo Penal del Distrito Federal en los términos de sus oficios de cuenta, así como por recibida copia certificada de diversas constancias que remite el primero de los nombrados en su apoyo (en caso de que una autoridad no rinda su informe, es conveniente señalar: no se tienen por rendidos los informes con justificación de las diversas autoridades responsables__________, por no obrar en autos, no obstante que se les solicitó con la debida oportunidad según consta del recibo de notificación por oficio que corre agregado a fojas de este expediente); por ofrecidas, admitidas y desahogadas por su propia y especial naturaleza las pruebas de documentales que hace valer al quejoso en su escrito de cuenta (en caso de que no existan las pruebas documentales en autos, se expresará: que no se tienen por desahogadas por no obrar en autos); se tiene por ofrecida, admitida y desahogada la prueba pericial ofrecida por el quejoso en su escrito de cuenta, en los términos de los dictámenes rendidos y ratificados por los peritos
con los que se dio cuenta; se tienen por ofrecidas, admitidas y desahogadas por su propia y especial naturaleza las pruebas que hace valer el tercero perjudicado en su escrito de cuenta (esto, únicamente en caso de que se hubiera dado cuenta con escrito de esta parte y fuese otra materia, pues sólo aparece excepcionalmente en materia penal) (no olvidar que primero se reciben las pruebas del quejoso, luego del tercero perjudicado, y sus alegatos por escrito y por último el pedimento del M.P.); y respecto de la prueba testimonial que ofrece el quejoso en su escrito de cuenta, se tiene por admitida dicha probanza y par tanto pásese a su desahogo, para lo cual, se llamó ante la presencia judicial al primero de los testigos propuestos por la parte quejosa, de nombre: (nombre del testigo), quien manifestó llamarse como quedó escrito, de
años de edad, (estado civil), (con o sin) instrucción, (empleo), originario de
, y con domicilio en, y que (no o sí) tiene relación de amistad o enemistad con las partes que intervienen en este juicio, asimismo que (no o sí) tiene interés de que su testimonio beneficie a alguna de ellas, y protestado que fue de conducirse con verdad en la diligencia en que va a intervenir, así como advertido que está de las penas en que incurren los falsos declarantes ante la autoridad judicial, y previa calificación de legales de todas y cada una de las interrogantes que contienen el pliego respectivo (en su caso, si sólo son algunas, se expresará así, y las que se desechen se dirá el motivo y el fundamento legal que es el arto 175 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la ley de la materia), contestó de la siguiente forma: a la primera:___________; a la segunda:______________; y así sucesivamente... a la razón de su dicho:___________________, que es todo lo que tiene que declarar respecto del interrogatorio propuesto por la parte quejosa. (A continuación se da el uso de la palabra al tercero perjudicado o quejoso, en su caso, para que si lo desea formule las repreguntas que estime pertinentes, asentándose la repregunta completa, su calificación y la respuesta del testigo.) Si no desea hacer repreguntas no se asentará nada y si lo hace se hará en los términos que se han apuntado, dará la razón de su dicho y después se expresará que es todo lo que tiene que declarar respecto de las repreguntas formuladas; si existen más testigos se les llamará y se desahogará en los mismos términos que se expresaron para el testigo anterior, desde luego, tendrá que ser uno por uno, después que se ha terminado de interrogar a todos los testigos, se dirá: el juez (o magistrado) acuerda:
se tiene por desahogada la prueba testimonial ofrecida en autos, en los términos que antecede; por reproducidos los alegatos que hace valer, tanto el quejoso, como el tercero perjudicado en sus escritos de cuenta (en materia penal cuando se trate de los supuestos del arto 17 de la Ley de Amparo, podrán formularse alegatos verbalmente, pudiendo insertarse un extracto de los mismos en esta acta, pero no podrá exceder de media hora, igual en el caso de otras materias con la salvedad que sus alegaciones no se pueden hacer constar en el acta); por reproducido el pedimento del Agente del Ministerio Público Federal adscrito por el que solicita (se niegue, se conceda, o se sobresea en el juicio) (si hace manifestaciones, se le dice que se esté a lo ordenado en este acto). No habiendo pruebas pendientes que desahogar, ni alegatos que reproducir (cuando' es con asistencia de partes o testigos, se declara: procedieron a firmar y retirarse), pasando el suscrito a dictar la siguiente resolución:


Vistos, para resolver los autos del juicio de amparo número_______, promovido por____________, contra actos_________________________, y otras autoridades; y, resultando___________________________________:
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